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Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011 “por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014”.



Demandante: Alejandro Muriel Espinal 



Magistrada Ponente: MARIA VICTORIA CALLE CORREA


Expediente D-10160


Concepto 5775
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano Alejandro Muriel Espinal, contra el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011 “por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014”, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:
LEY 1450 DE 2011
(junio 16)

D.O. 48.102, junio 16 de 2011

por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014.

[…]

Artículo 262. Operaciones de crédito público de los proveedores de redes y servicios de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 55 de la Ley 1341 de 2009 para otros actos y contratos, la gestión y celebración de los actos y contratos de que trata el Decreto 2681 de 1993 y demás normas concordantes por parte de los Proveedores de la Información y Comunicaciones que ostenten la naturaleza jurídica de empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social, se sujetarán a las normas sobre crédito público aplicables a las entidades descentralizadas del correspondiente orden administrativo.                                          
1. Planteamientos de la demanda 
Dado que la  presente demanda tiene tres cargos distintos dirigidos contra el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011, esta Vista Fiscal estima conveniente sintetizarlos separadamente como se hace a continuación.
Como punto de partida, el accionante considera que el artículo acusado vulnera el artículo 158 y el artículo 3º de la Ley 152 de 1994 -Ley Orgánica del Plan de Desarrollo-, por dos razones principales. En primera medida, el demandante sostiene que el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011 desconoce el principio de unidad de materia, en tanto que no existe relación alguna de conexidad entre los fines establecidos en la parte general del Plan Nacional de Desarrollo, de una parte, y la regulación del régimen jurídico aplicable a los proveedores de la información y las comunicaciones que ostenten la naturaleza jurídica de empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social, de otra.
Para el demandante, esta ausencia de conexidad se configura en tanto que “[…] sujetar a los proveedores de redes y servicios de tecnologías de la información […] a las normas sobre crédito público aplicables a las entidades descentralizadas del correspondiente orden administrativo, no es una norma que guarde relación directa con aquellas que establecen los programas y proyectos generales del Plan Nacional de Desarrollo”, razón por la cual concluye que “[…] el contenido del artículo 262 de la Ley 1450 de 2011 ni siquiera tiene una relación indirecta, mediata o eventual con la parte general de la misma ley, es decir con las normas que señalan los propósitos y objetivos nacionales a largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y las orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno”.
De otra parte, el actor aduce que la norma desconoce, a su turno, el principio de coherencia consagrado en el artículo 3º de la Ley 152 de 1994 -Ley Orgánica del Plan de Desarrollo- bajo consideraciones similares a las expuestas con ocasión del cargo por vulneración al principio de unidad de materia, pues considera que el contenido del artículo objeto de la demanda “[…] difiere mucho de los objetivos propuestos por el Gobierno y no tiene la aptitud de darle cumplimiento a los mismos”.
El segundo cargo afirma que el artículo acusado desconoce la libertad económica y la iniciativa privada (art. 333 C.P.) pues, para el demandante, la aplicación de las normas de crédito publico a empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social, supone que dichas empresas “[…] [n]o pueden competir libremente quienes presentan condiciones diferentes de acceso al mercado, siendo más gravosa para ciertos actores pero más laxas para otros, pues mientras las empresas privadas pueden acceder libremente al sector financiero para apalancar sus operaciones, las empresas de que trata el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011, tienen que acudir a las entidades del Estado para que sean ellas quienes autoricen las operaciones de crédito, lo cual, sin duda, da al traste con cualquier negociación que exija prontitud en la contraprestación económica”.
Así las cosas, el demandante aduce que el establecimiento de condiciones por parte del Estado que propicien la libre competencia, son plenamente aplicables a las empresas de servicios públicos oficiales y mixtos, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital, razón por la cual la norma acusada, al imponer restricciones derivadas del control del gasto público, vulnera la Constitución. Con el propósito de apoyar su argumentación el demandante cita apartes de las Sentencias C-992 de 2006, C-1268 de 2000, C-352 de 1998 y SU-182 de 1998. 
El último cargo se estructura a partir de la presunta vulneración del artículo 339 de la Constitución, en tanto el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011 introdujo modificaciones relacionadas con el régimen jurídico de las empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social, establecido en la Ley 1341 de 2009 que prevé que dichas empresas están sujetas al derecho privado con independencia de su naturaleza o la participación del Estado en su composición. 

Bajo esta perspectiva argumental, el demandante considera que aun cuando a la Ley del Plan se le ha reconocido “[…] doctrinaria y jurisprudencialmente […] la facultad para modificar cualquier norma, ésta capacidad encuentra límite en las materias que son objeto de dicha ley, siendo el cambio de régimen aplicable a las empresas proveedoras de redes y servicios de tecnologías de la información y las comunicaciones […] respecto de las operaciones de crédito, un asunto que no guarda ninguna relación con las metas y estrategas planeadas por el gobierno (sic) en el Plan de Desarrollo”.

2. Problemas jurídicos constitucionales  

Los problemas jurídicos que plantea la demanda pueden formularse de la siguiente forma: 
(i)      ¿Vulnera los principios de unidad de materia (art.158 C.P.) y de coherencia (art. 3º ley152/94) la previsión normativa contenida en el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011, según la cual las normas de crédito público son aplicables a los proveedores de la información y comunicaciones que ostenten la naturaleza jurídica de empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social?
(ii)     ¿Vulnera la libertad económica y la iniciativa privada, en tanto libertades económicas establecidas en el artículo 333 de la Constitución Política, la aplicación de las normas de crédito público a las empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social?
(iii) ¿Vulnera el contenido constitucional del Plan Nacional de Desarrollo, previsto en el artículo 339 de la Constitución Política, la modificación del régimen jurídico previsto en el artículo 55 de la Ley 1341 de 2009 por parte del artículo 262 de la Ley 1450 de 2011?
3. Análisis jurídico

El análisis del desconocimiento del principio de unidad de materia respecto de la ley del plan nacional de desarrollo, reviste ciertas particularidades a partir del contenido que la propia Constitución asigna al plan. En efecto, el artículo 339 de la Constitución Política establece, en términos generales, que la ley del plan deberá contener una parte general en la cual “[…] se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el Gobierno” y el plan de inversiones públicas el cual “[…] contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal”.
A partir de lo anterior, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado el alcance del principio de unidad de materia respecto de la ley del plan, señalando que dicho principio adquiere exigencias mayores que las empleadas en el control de leyes ordinarias
. Esto, en primer lugar, porque aun cuando el contenido de la ley está determinado en gran medida por la propia Constitución, la consecución de los fines consignados en la parte general del plan pueden alcanzarse por medio de instrumentos de diversa naturaleza, es decir, la ley puede contener normas de diversa naturaleza temática. En segundo lugar, esta ley tiene un cierto carácter especial, pues el inciso 3º del artículo 341 de la Constitución prevé que el plan nacional de inversiones “[…]  se expedirá mediante una ley que tendrá prelación sobre las demás leyes; en consecuencia, sus mandatos constituirán mecanismos idóneos para su ejecución y suplirán los existentes sin necesidad de la expedición de leyes posteriores…”
. 

Por todo lo anterior, el parámetro de control de constitucionalidad en casos como el presente debe ser analizado desde la perspectiva de la conexidad, esto es, que las normas instrumentales que integran el plan nacional de inversiones, bien sean presupuestales o normativas, deben contener una relación de conexidad directa e inmediata
 con los propósitos generales contenidos en la parte general del plan, pues de lo contrario “[…] la prohibición de incluir temas que no guarden relación con la materia regulada por la Ley del Plan podría quedar desprovista de significado debido precisamente a la multiplicidad de temas que éste tipo de leyes trata, de manera tal que ninguna previsión legislativa sería extraña a un cuerpo normativo de esta naturaleza”
. En el mismo sentido, el juicio de constitucionalidad por violación de unidad de materia debe, a su vez, efectuarse teniendo en cuenta el principio de coherencia establecido en la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo (art. 3), en virtud del cual “[l]os programas y proyectos del plan de desarrollo deben tener una relación efectiva con las estrategias y objetivos establecidos en éste”.
En consecuencia con el parámetro brevemente descrito, el Ministerio Público considera que el artículo demandado tiene una relación de conexidad directa con los propósitos generales consignados en el plan, por las siguientes razones:

El artículo 262 de la Ley 1450 de 2011 dispone, en primer lugar, que aquellas entidades que ostenten la naturaleza jurídica de empresas de servicios públicos oficiales y mixtos, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social, le son aplicables el artículo 55 de la Ley 1341 de 2009
, el cual regula el régimen jurídico de dichas entidades, previendo que “[…] [l]os actos y los contratos, incluidos los relativos a su régimen laboral y las operaciones de crédito de los proveedores de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, cualquiera que sea su naturaleza, sin importar la composición de su capital, se regirán por las normas del derecho privado”. Esta norma es aplicable, en segundo lugar, para cierto tipo de actos y contratos, pues del texto de la norma acusada de deduce con claridad que, para cierto tipo de operaciones, son aplicables las previsiones del Decreto 2681 de 1993
 a las empresas de servicios públicos oficiales y mixtos, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social y su normas concordantes. En tercer lugar, la norma acusada prevé la aplicación del derecho privado a las entidades allí previstas, de una parte, y la sujeción de los proveedores de redes y servicios de las tecnologías de la información y las comunicaciones a las normas de crédito público cuyos destinatarias son las entidades descentralizadas del correspondiente orden administrativo. 

De conformidad con el Decreto 2681 de 1993 a las entidades descentralizadas le resultan aplicables las normas de crédito público en caso de que realicen, entre otras, las siguientes operaciones: (i) celebración de contratos de empréstito externo (art 10; (ii) celebración de contratos de empréstito interno (art. 11); (iii) la celebración de contratos de empréstito por las entidades de entidades con participación estatal superior al cincuenta por ciento e inferior al noventa por ciento de su capital (art. 12); (iv) la celebración de créditos de corto plazo (art. 16 inc. 3º); (v) la emisión y colocación de títulos de deuda pública interna de entidades descentralizadas del orden nacional, territorial y sus entidades descentralizadas (arts. 21 y 22); (vi) la celebración de operaciones para el manejo de la deuda externa de entidades descentralizadas del orden nacional y de entidades territoriales y sus descentralizadas (art. 27). Estas operaciones de crédito tienen un núcleo común: la autorización previa del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con sus respectivos matices, para su realización específica.
De la anterior descripción del contenido normativo de la disposición acusada puede concluirse, en primer lugar, que sus previsiones pueden ser caracterizadas como normas jurídicas de crédito público aplicables a dichas entidades con un alto grado de incidencia presupuestal. En segundo lugar, y respecto de su ubicación en la ley del plan, se concluye que el artículo 262 se encuentra dentro del título III que establece los mecanismos para la ejecución del plan nacional de desarrollo, en particular, dentro de los denominados soportes trasversales para la prosperidad democrática regulados en el capítulo VI de la Ley 1450 de 2011 y, por ello, puede concluirse que se trata de una norma instrumental dentro de la estructura de la ley del plan.
Ahora bien, y en lo relativo a la conexidad de la norma acusada con los propósitos generales del plan nacional de desarrollo, contenido en la Ley 1450 de 2011, es preciso tener en cuenta el documento “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 Prosperidad para Todos”, elaborado por el Gobierno Nacional con la participación del Consejo Superior de la Judicatura y del Consejo Nacional de Planeación, el cual se integra a la parte general del plan de conformidad el artículo 2º de dicha norma. Sobre este aspecto, esta Vista Fiscal encuentra, fundamentalmente, dos tipos de relaciones de la norma con la parte dogmática del plan, así:
El primer punto de conexión entre la sujeción a las normas de crédito público de los proveedores de tecnologías de la información y las comunicaciones, en tanto norma instrumental del plan, tiene que ver con lo siguiente: la regulación de las operaciones de crédito público tiene relación directa con el manejo de la deuda pública, pues operaciones como los empréstitos o la colocación de títulos de deuda pública, entre otros, tienen efecto directo en la configuración de la deuda pública. Es por esta razón que el plan en su parte dogmática (parte VIII) regula la consistencia del plan nacional de desarrollo 2010-2014 que, entre otros, se refiere a las principales medidas de la política fiscal, las cuales tendrán “[...] como principio orientador la sostenibilidad de las finanzas públicas…”. Y es que la reducción de la deuda pública tiene relación directa con la estabilidad macroeconómica pues, como lo afirma el mismo plan:
De acuerdo con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, la deuda del GNC deberá reducirse a niveles del 27% en el año 2021, el cual será consistente con una mejoría en el superávit primario de ‐1,0% del PIB en el año 2011 a 1,7% en el 2021. En el SPNF, se espera que la deuda descienda a niveles del 14% del PIB. La reducción de la deuda pública está en línea con las metas de crecimiento de la economía señaladas anteriormente y el logro de las metas sociales y la reducción de la pobreza a niveles del 37,7% en el año 2014.

Más adelante, el mismo documento hace referencia a la relación entre el manejo de la deuda pública y las labores del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los siguientes términos:
La postura de política monetaria y fiscal que se adoptará por parte del Banco de la República y el Gobierno para contrarrestar los efectos de los flujos de capital se concentran en propender la adopción de instrumentos para ejecutar una política fiscal contracíclica, mediante la elevación del ahorro público en los momentos de auge (gracias a los procesos de racionalización de beneficios tributarios y la presentación del proyecto de regalías) y una mayor expansión del gasto en momentos en que la economía presente situaciones de desaceleración. Así mismo, se adoptarán mecanismos de optimización en el manejo de la deuda pública por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con el fin de hacer más fácil la coordinación entre la política monetaria y fiscal.

Por consiguiente, la previsión normativa según la cual los proveedores de tecnologías de la información que ostenten la naturaleza jurídica de empresas de servicios públicos oficiales y mixtas, así como de aquellas con participación directa o indirecta del Estado superior al cincuenta por ciento en su capital social, se sujetan a las normas de crédito público para ciertas operaciones, en tanto norma instrumental, guarda relación de conexidad directa con el control del gasto público y el endeudamiento en el marco de la estabilidad macroeconómica para la consecución de los fines del plan.

De otra parte, podría argumentarse que si bien existe una conexidad respecto de la aplicación de las normas de crédito público a dichas y empresas y entidades, no hay razones para que ello suceda únicamente respecto de los proveedores de las tecnologías de la información y, por ello, la norma instrumental carece de conexidad directa con la parte general del plan. Sin embargo, dicha  relación se establece a partir de la importancia que la parte general de dicho plan otorga al tema de las tecnologías de la información y las comunicaciones, el cual se encuentra regulado dentro del acápite relacionado con el crecimiento sostenible y la competitividad (parte III) y, en particular, con el tema de la infraestructura para la competitividad. 
Sobre este aspecto, el plan resalta que “[e]l Gobierno nacional, a través del Ministerio de TIC, fomentará el despliegue y uso eficiente de la infraestructura para la provisión de redes de telecomunicaciones y los servicios que sobre ellas se puedan prestar, y promoverá el óptimo aprovechamiento de los recursos escasos con el ánimo de generar competencia, calidad y eficiencia, en beneficio de los usuarios”, pues las tecnologías “[…] en el entorno nacional, el sector TIC en Colombia garantiza la conectividad del país, es un importante motor de la economía nacional, aporta importantes recursos al PIB y ha presentado crecimientos superiores al promedio de la economía nacional…”. En el mismo sentido, la propia Ley 1450 de 2011 establece como ejes trasversales (art. 3º) del plan, entre otros, “[…] el acceso a las tecnologías de la información y las comunicaciones y el desarrollo cultural sean una prioridad y una práctica como elemento esencial del bienestar y como principio de equidad con las futuras generaciones”.
Así las cosas, la sujeción a las normas de crédito público no solo tiene conexidad directa respecto de los propósitos generales en materia de estabilidad macroeconómica para el cumplimiento de los propósitos del plan, sino que además la tiene respecto de los proveedores de las tecnologías de la información, en tanto que la sujeción de dichas entidades, en particular, obedece a que la prestación de los mismos se adecue a ciertos estándares de acceso para lograr uno de los objetivos esenciales del plan.

Respecto del segundo cargo, el cual se estructura a partir de la consideración de que la sujeción a las normas de crédito público a los proveedores de las tecnologías de la información vulnera el derecho a la libre competencia, el Ministerio Público concluye que el cargo no tiene vocación de prosperidad por lo siguiente:

En primer lugar, la libre competencia económica no puede entenderse en forma absoluta que inhiba al legislador de expedir regulación al respecto. Ello, por cuanto el propio artículo 333 de la Constitución –el cual considera vulnerado el demandante- establece que “[l]a actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades”.
Así las cosas, la aplicación de normas de crédito público a ciertas operaciones efectuadas por los proveedores de la información y las comunicaciones, tiene finalidades legítimas e importantes y el medio resulta conducente para la consecuencia de dichas finalidades.
Respecto de la finalidad, el Ministerio Público constata que la sujeción a ciertas normas de crédito público no solo no se encuentra constitucionalmente prohibida, sino que además está sustentada en la consecución de intereses valorados por la Constitución, por cuanto “[…] el tema de la libre competencia  comporta  no solo la defensa de intereses privados sino también  propende por la protección del interés público y por ende de  la Constitución”
. Dicha protección del interés público se sustenta, como lo ha señalado la Corte, en la siguiente circunstancia: “Si el Legislador puede establecer responsabilidades, obligaciones y restricciones o delimitaciones a la competencia privada y a la actividad de las empresas por motivos de interés colectivo, con mayor razón está autorizado para dotar a las entidades estatales que cumplen una precisa  función social de características especiales y de un trato diferente con el propósito de cumplir  su cometido”
.
Ahora bien, el medio empleado también resulta adecuadamente conducente para la consecución de la prevalencia del interés general (art. 2º C.P.), pues el control por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público de ciertas operaciones con el fin de controlar el endeudamiento de la Nación, se sustenta, entre otros, en el artículo 364 de la Constitución que prevé que “[e]l endeudamiento interno y externo de la Nación y de las entidades territoriales no podrá exceder su capacidad de pago. La ley regulará la materia”.  
Por último, y respecto del cargo por vulneración del artículo 339 de la Constitución Política, esta Vista Fiscal constata que dicho cargo se estructura a partir de una argumentación muy similar a la propuesta respecto del primer cargo, esto es, la vulneración por parte del artículo 262 del artículo 158 superior que establece el principio de unidad de materia. En efecto, el demandante afirma que la sujeción al régimen jurídico de los proveedores de tecnologías de la información y las comunicaciones establecido en la Ley 1341 de 2009, no puede ser objeto de modificaciones con ocasión de la expedición de la ley del plan -1450 de 2011-, pues el artículo 339 de la Constitución determina el contenido específico de la ley del plan. Por consiguiente, el cargo por violación se estructura justamente en que la norma acusada regula materias
 que no guardan ninguna relación con el contenido constitucional del plan, razón por la cual el Ministerio Público constata que, en realidad, el demandante formula dos cargos con contenidos muy similares que se refieren al desconocimiento del principio de unidad de materia, razón por la cual el Ministerio Público remite a las consideraciones que sobre el particular se hicieron en este concepto.
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el artículo 262 de la Ley 1450 de 2011, por los cargos analizados en la presente demanda.
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/DFYM
� Sobre el particular, la Corte Constitucional en la Sentencia C-795 de (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes), expresó que : “Conforme a lo anterior, la Corte ha concluido que el principio de unidad de materia es más riguroso en la ley del plan y que por ende el control constitucional de un cargo por violación de este principio en esta ley es más estricto que el contemplado para las demás leyes, por cuanto la ley del plan no puede ser utilizada sino para sus propósitos constitucionales específicos, y no para llenar los vacíos e inconsistencias que presenten leyes anteriores. Por ello esta corporación ha señalado que para no violar la regla de unidad de materia, las disposiciones instrumentales deben guardar una relación o conexión directa con los objetivos y programas del plan nacional de desarrollo. Y es que si no fuera así, bastaría que esa ley enunciara genéricamente un objetivo general, como puede ser incrementar la eficiencia del sistema judicial, para que dicha ley pudiera alterar todo el estatuto penal y todas las regulaciones procesales, con el argumento de que el plan pretende incrementar la eficiencia judicial”.


� Norma que ha llevado a la Corte Constitucional a concluir que “[…] es propio de la ley del plan comprender normas destinadas a permitir que se cumplan los objetivos y metas señalados en la parte general y que efectivamente se adelanten las inversiones programadas en la programación de las inversiones. Esto deriva de una cualidad especial de la ley del plan pues, según la Carta, “sus mandatos constituirán mecanismos idóneos para su ejecución” (C.P., art. 341) por lo cual es perfectamente natural que en estas leyes se incluyan normas instrumentales, esto es, disposiciones destinadas a permitir la puesta en marcha del propio plan de desarrollo”.. Sentencia C-377 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Esta conexidad se ha conceptualizado por la Corte al afirmar que: “La conexidad de una norma instrumental particular con las generales que señalan objetivos, determinan los principales programas o proyectos de inversión o especifican el monto de los recursos para su ejecución es eventual si del cumplimiento de aquella no puede obtenerse inequívocamente la efectividad de estas últimas, o si esta efectividad es solo conjetural o hipotética. Ahora bien, la conexidad es mediata cuando la efectivización de la norma general programática o financiera no se deriva directamente de la ejecución de la norma instrumental particular, sino que adicionalmente requiere del cumplimiento o la presencia de otra condición o circunstancia”. Sentencia C-304 de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia C-539 de 2008 M.P. Humberto Sierra Porto.


�“Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones”.


�“por el cual se reglamentan parcialmente las operaciones de crédito público, las de manejo de la deuda pública, sus asimiladas y conexas y la contratación directa de las mismas”.


� Cf. Sentencia C-992 de 2006, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Ibídem.


�Nótese que el demanda se afirma que “[y] aunque la Ley del Plan, doctrinaria y jurisprudencialmente, se le ha reconocido la capacidad para modificar cualquier norma, ésta capacidad encuentra límite en las materias que son objeto de dicha ley, siendo el cambio de régimen aplicable  […] un asunto que no guarda ninguna relación con las metas y estrategias planteadas por el Gobierno en el Plan Nacional de Desarrollo”. (Resaltado fuera del texto). Esta cita fue tomada del auto admisorio de la demanda la cual obra a folio 15 del expediente.
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